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I) NOVEDADES NORMATIVAS

El periodo de tiempo considerado para  la emisión de este informe es el de la publicación en los Boletines Oficiales  del Estado y de las Comunidades Autónomas  de  15 de junio  a 31 de octubre de 2009. 

1.- ESTADO


Orden VIV/1952/2009, de 2 de julio, por la que se declaran los ámbitos territoriales de precio máximo superior para el año 2009, a los efectos del Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación 2009-20012. (BOE 22/7/2009).


Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre de Patrimonio de las Administraciones Públicas. (BOE  18/9/2009).  

En lo que atañe a materia urbanística, el Real Decreto sólo incluye una somera referencia en el artículo 119 a la participación de la Administración General del Estado en actuaciones de transformación urbanística.

Así, indica que los departamentos u organismos que tuvieran afectados o adscritos, o que gestionen bienes o derechos incluidos en el ámbito de una actuación de transformación o que resulten adscritos a ella, participarán en la ejecución de la actuación y, en su caso, formularan las alegaciones correspondientes  en los procedimientos de elaboración y aprobación de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística que afecten a los citados bienes, para la correcta defensa de los intereses públicos.

Cuando los bienes incluidos en una actuación no sean imprescindibles para el cumplimiento de fines públicos, debe procederse a su desafectación o desadscripción. En el supuesto de que continúen destinados a un fin o servicio público, se debe proceder a la desafectación de los aprovechamientos urbanísticos que de ellos deriven.

Corresponde a la Dirección General de Patrimonio del Estado representar los intereses públicos y, en su caso, participar en la ejecución de la urbanización a través de la Delegación de Economía y Hacienda de la Provincia, que ejercerá dicha representación y defensa ante la administración competente o ente de naturaleza urbanística, otorgando los documentos que para ello se precise.  


Corrección de errores y erratas de la Orden VIV/984/2009, de 15 de abril, por la que se modifican determinados documentos básicos del Código Técnico de la Edificación, aprobados por el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, y el Real Decreto 1371/2007, de 19 de octubre. (BOE 23/9/2009). 


Orden VIV/2680/2009, de 28 de septiembre, por la que se dispone la aplicación del nuevo sistema de financiación establecido en el Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación 2009-2012. (BOE 5/10/2009).

2.- COMUNIDADES AUTONOMAS

A) PAIS VASCO

· Decreto 215/2009, de 22 de septiembre, por el que se establecen las normas técnicas, higiénico-sanitarias y medioambientales de las explotaciones ganaderas. (BOPV 22/10/2009).

· Orden de 24 de septiembre de 2009, del Consejero de Vivienda, Obras Públicas y Transportes, de medidas financieras para la movilización de la vivienda libre de nueva titularidad de promotores privados. (BOPV 8/10/2009).

B) CATALUÑA

· Decreto 106/2009, de 19 de mayo, por el que se regulan el registro de solicitantes de vivienda de protección oficial de Cataluña y los procedimientos de adjudicación de las viviendas de protección oficial (DOGC 17/7/2009).


Ley 11/2009, de 6 de julio, de regulación administrativa de los espectáculos públicos y actividades recreativas. (DOGC 17/7/2009).

De la presente ley debe destacarse su vocación descentralizadora hacia los Ayuntamientos ya que además de atribuirles amplias potestades, también les confía la mayor parte de las competencias de control, incluidas las de inspección y sanción. Sin embargo dicha atribución es flexible ya que deja en manos de cada Ayuntamiento la decisión de asumirlas efectivamente o no. En el caso de que un Ayuntamiento no las asuma las ejercerá la Administración de la Generalidad. 

La ley pone especial énfasis en definir el marco normativo del que pueden disponer los reglamentos y las ordenanzas municipales para establecer requisitos adicionales a los establecidos con carácter general, así como en definir, la capacidad del planeamiento territorial y urbanístico para establecer determinaciones que garanticen que los establecimientos y los espacios abiertos tengan una localización idónea y una accesibilidad segura. 

Como criterio general los espectáculos, actividades recreativas y establecimientos abiertos al público quedan sometidos a licencia municipal o, en casos excepcionales, a una autorización de la Generalidad. La ley regula el régimen jurídico de estas licencias, incluida la integración de las mismas del procedimiento de control ambiental preventivo.

El régimen de control preventivo resulta coherente con la Directiva 2006/123 del Parlamento Europeo relativa a los servicios en el mercado interior ya que se facilita la sustitución del procedimiento de autorización o licencia por otros como la comunicación previa a la Administración o la exención.  .

 
Decreto 111/2009, de 14 de julio, de modificación del Decreto 21/2006, de 14 de febrero por el que se regula la adopción de criterios ambientales y de ecoeficiencia en los edificios. (DOGC 16/7/2009).


Ley 14/2009, de 22 de julio, de aeropuertos, helipuertos y otras infraestructuras aeroportuarias. (DOGC 28/7/2009).

La Generalidad de Cataluña, de conformidad con lo establecido en el artículo 140 de su Estatuto de Autonomía, tiene la competencia exclusiva sobre los aeropuertos y helipuertos situados en territorio de Cataluña que no tengan la calificación legal de interés general.

El capítulo II de la Ley desarrolla la planificación de las infraestructuras aeroportuarias y su interrelación con el planeamiento territorial y urbanístico.

Se aborda la planificación de los aeropuertos y helipuertos desde la doble perspectiva urbanística y sectorial.

La ley crea la figura de plan director urbanístico aeroportuario que califica la zona de servicios como sistema general aeroportuario de titularidad pública o privada, según corresponda, incluye las servidumbres aeronáuticas y las limitaciones derivadas de dichas servidumbres que afectan a los terrenos de su entorno, lo ordena detalladamente y concreta las condiciones que deben respetarse en su funcionamiento.

La formulación del plan corresponde a la Administración de la Generalidad y su aprobación inicial y definitiva al Consejero competente en materia aeroportuaria. Debe someterse al trámite de evaluación ambiental propio de los planes urbanísticos 

Tanto los entes locales, para los aeropuertos y aeródromos de su titularidad, como las personas físicas y jurídicas pueden presentar propuestas para la formulación de planes directores urbanísticos.


Ley 13/2009, de 22 de julio, de la Agencia de la vivienda de Cataluña. (DOGC 28/7/2009).


Decreto 124/2009, de 28 de julio, por el que se modifica el plazo de entrada en vigor del Decreto 152/2008, de 29 de julio, con respecto a la aplicación de las reservas mínimas adicionales de suelo para vivienda concertada. (DOGC 31/7/2009).

El Decreto 152/2008, de 29 de julio, defirió la entrada en vigor,  a efectos de aplicación de la nueva reserva urbanística, hasta 12 meses después de su publicación, plazo que se cumplía el 1 de agosto, con esta modificación se amplía por un nuevo período de 12 meses hasta el 1 de agosto de 2010 todo ello fundamentado en la difícil coyuntura económica en general, pero especialmente, en el sector de la vivienda. 


Decreto Legislativo 2/2209, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Carreteras. (DOGC 27/8/2009).

Se recoge en un texto único las modificaciones de la ley de carreteras derivadas de las leyes 21/2001, de 28 de diciembre, 6/2005, de 2 de  junio y 11/2008, de 31 de julio. 

En el artículo 14 se regula la coordinación con el planeamiento urbanístico indicando que los instrumentos de planeamiento se deben enviar, una vez aprobados inicialmente, a la dirección general competente en materia de carreteras, a fin de que pueda informar en materia de su competencia. El régimen jurídico aplicable a estos informes es el regulado en la legislación urbanística para las administraciones sectoriales si bien el plazo para emitirlos no puede ser en ningún caso inferior a un mes.

El capítulo III se dedica a los tramos urbanos y travesías. Se considera tramo urbano la parte de carretera que transcurre por suelo clasificado como urbano por el planeamiento urbanístico o por terrenos que, en ejecución del planeamiento y de acuerdo con la legislación urbanística, hayan alcanzado esta clasificación.

Se considera travesía la parte de tramo urbano en la que hay edificaciones consolidadas al menos en dos terceras partes de su longitud y que tiene un entramado de calles al menos en uno de sus lados.

En el artículo 47 se establece quién es la administración competente para otorgar las autorizaciones y licencias en la zona de dominio público, en las zonas de servidumbre o en la calzada.       

C) GALICIA

· Decreto 390/2009, de 24 de septiembre, por el que se determina el procedimiento aplicable para el ejercicio de la potestad sancionadora en la materia de establecimientos y espectáculos públicos (DOG 2/10/2009).

El procedimiento aplicable, con independencia de que la infracción sea leve, grave o muy grave, es el regulado en los artículos 11 a 22 del reglamento para el ejercicio de la potestad sancionadora, aprobado por RD 1398/1993, de 4 de agosto.

D) ANDALUCIA

· Decreto 266/2009, de 9 de junio, por el que se modifica el plan concertado de vivienda y suelo 2008-2012, aprobado por el Decreto 395/2008, de 24 de junio. (BOJA 30/6/2009).

· Decreto 293/2009, de 7 de julio, por el que se aprueba el reglamento que regula las normas para la accesibilidad en las infraestructuras, el urbanismo, la edificación y el transporte en Andalucía (BOJA 21/7/2009).

F) CANTABRIA


Ley de Cantabria 2/2009, de 3 de julio, de modificación de la Ley de Cantabria 2/2001, de 25 de junio, de ordenación territorial y régimen urbanístico de suelo de Cantabria. (BOC 10/7/2009).Publicada  corrección de errores en BOC 5 de agosto de 2009.

Una de las razones que motiva la modificación es la de posibilitar la edificación en suelo no urbanizable cuyas posibilidades se encontraban muy limitadas con la redacción de la Ley 2/2001. 

Una de las consecuencias de esta limitación era la presión que existía para establecer, en los planeamientos que se adaptaban a la Ley 2/2001, nuevos suelos urbanizables cuyo desarrollo no era el más conveniente desde el punto de vista de la ordenación territorial y del propio paisaje de Cantabria.  

Para respetar el carácter del suelo rústico y no modificar su uso se mantienen las limitaciones ya establecidas para las construcciones vinculadas a otros usos permitidos, como las viviendas asociadas a explotaciones ganaderas, salvo una ligera reducción de la superficie de parcela necesaria a 2.000 m2.

La regulación de suelo rústico mantiene sus dos categorías, de especial protección y de protección ordinaria, si bien en el primer caso se amplían las posibilidades de autorizar determinadas obras (instalaciones agroalimentarias complementarias y obras de reestructuración), mientras que en el segundo se establece además una diferenciación del suelo rústico de protección ordinaria, según su proximidad a los núcleos urbanos o tradicionales, donde los Ayuntamientos mediante la aprobación de un Plan Especial podrán señalar los ámbitos en los que puedan autorizarse nuevas construcciones de viviendas aisladas, así como pequeñas instalaciones vinculadas a actividades artesanales, de ocio y turismo rural, y el no incluido en esos ámbitos, en el que las posibilidades de nuevas edificaciones se verán imposibilitadas hasta la aprobación del Plan Regional de Ordenación del Territorio. 

Para garantizar  la sostenibilidad ambiental de cualquier actuación se crea la figura del catálogo de edificaciones en suelo rústico, de carácter municipal, y la del Plan Especial en suelo rústico, cuyo último control ejerce la Comisión Regional de Ordenación del Territorio.      


Decreto 76/2009, de 8 de octubre, por el que se modifica el Decreto 164/2003, de 18 de septiembre, por el que se regula la composición del Consejo de Ordenación del Territorio y urbanismo. (BOC 19/10/2009).

G) LA RIOJA


Decreto 50/2009, d e10 de julio, por el que se regula el destino y modo de aplicación del Fondo Especial del Estado para la dinamización de la economía y el empleo aprobado por el Real Decreto Ley 9/2008, de 28 de noviembre. (BOR 15/7/2009).

H) MURCIA

· Decreto 321/2009, de 2 de octubre, por el que se regula el plan Regional de vivienda para el cuatrienio 2009-2012. (BORM 6/10/2009).

I) VALENCIA

· Decreto 90/2009, de 26 de junio, del Consell, por el que se aprueba el reglamento de viviendas de protección pública. (DOCV 1/7/2009). 


Orden de 20 de julio de 2009, de la Consellería de Medio Ambiente, Agua, Urbanismo y Vivienda, por la que se establecen las condiciones para otorgar el perfil de calidad específico a los efectos de la obtención de ayudas para mejora de la calidad en las viviendas de nueva construcción de protección pública. (DOCV 7/8/2009)


Orden de 28 de julio de 2009, de la Conselleria de Medio Ambiente, Agua, Urbanismo y Vivienda, por la que se regula el procedimiento para la tramitación de las medidas de financiación de actuaciones protegidas previstas en los planes de vivienda y suelo. (DOCV 11/8/2009).


Decreto 112/2009, de 31 de julio, del Consell, por el que se regula las actuaciones en materia de certificación de eficiencia energética de edificios. (DOCV 4/8/2009).


Decreto 151/2009, de 2 de octubre, del Consell, por el que se aprueban las exigencias básicas de diseño y calidad en edificios de viviendas y alojamientos. (DOCV 7/10/2009).


Decreto 189/2009, de 23 de octubre, del Consell, por el que se aprueba el reglamento de rehabilitación de edificios y viviendas. (DOCV 27/10/2009).

J) ARAGON

· Orden de 28 de mayo de 2009, del Consejero de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, por la que se regulan los procedimientos de tramitación de las medidas de financiación de actuaciones protegibles en materia de rehabilitación de edificios y viviendas, del Plan aragonés para facilitar el acceso a la vivienda  y fomentar la rehabilitación 2009-2012. ( BOA 22/6/2009)

· Orden de 3 de junio del Consejero de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, por la que se regulan los procedimientos de tramitación de las medidas de financiación de actuaciones protegibles en materia de vivienda y suelo, del Plan aragonés para facilitar el acceso a la vivienda  y fomentar la rehabilitación 2009-2012, así como los procedimientos de tramitación de las medidas de los artículos 17 y 18 del Decreto- Ley 1/2009, d e14 de abril, por el que se aprueba el plan especial de dinamización del sector de la vivienda y se autoriza la prestación de avales por el Gobierno de Aragón. ( BOA 22/6/2009)


Ley 3/2009, de Urbanismo de Aragón. (BOA 30/6/2009)

La Ley 3/2009 introduce importantes novedades en el urbanismo aragonés que reglamentan de forma exhaustiva en las formas y en los plazos el ejercicio de la actividad planificadora y de equidistribución en un momento en el que el mercado inmobiliario, lejos de funcionar fluida y normalmente, se encuentra en un periodo de franca recesión; lo cual nos induce a sugerir que la modificación legal no va a suponer un incentivo a la actividad urbanizadora.

Las modificaciones incluidas también suponen una clara opción por el intervencionismo autonómico limitando en gran medida la autonomía local.

Muchas de las novedades incluidas no son tales si tenemos en cuenta que no son sino una traslación de la normativa estatal de la Ley 8/2007 del suelo y su texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, como por ejemplo, los principios y objetivos de la actividad urbanística o el estatuto urbanístico de la ciudadanía.

Regula las competencias atribuidas a los órganos municipales, sin perjuicio de que finalmente aclare que “las referencias que en esta ley se realizan a las atribuciones de órganos municipales no impedirán que, cuando proceda conforme a la legislación de régimen local, la competencia corresponda a la Junta de Gobierno Local o a otros órganos”, como no podía ser de otra manera puesto que la Ley de urbanismo es una ley sectorial y las competencias de los órganos municipales son legislación básica cuya regulación corresponde a la Ley de Bases de Régimen Local y, complementariamente, a la Ley de Administración Local de Aragón.

En cuanto al régimen urbanístico del suelo, la clasificación del suelo y las categorías no han sufrido modificación. A grandes rasgos siguen la línea de la Ley 5/1999, con el matiz introducido por la legislación estatal entre suelo urbanizado y rural y las consideraciones de transitoriedad.

En el suelo urbano establece los casos que no se consideran integrados en la malla urbana. También incluye la posibilidad de que un suelo urbano consolidado pase a ser no consolidado para alcanzar determinados objetivos. También ope legis será SUNC el suelo urbano que por obra del planeamiento incremente su aprovechamiento preexistente, aunque esté completamente urbanizado.

En el suelo urbanizable se prevé la posibilidad de desclasificación si no se inicia la ejecución de la urbanización en los plazos previstos en el planeamiento o, en su defecto, en 10 años. 

Igualmente, regula de forma más exhaustiva la consulta sobre la viabilidad de la delimitación y transformación urbanística del suelo urbanizable no delimitado, que se prevé como una facultad de los particulares. Incorpora un contenido documental mínimo. El Pleno de la Corporación puede optar entre declarar la viabilidad o la inviabilidad en el plazo de 3 meses. El silencio es negativo. El particular tiene un año desde la publicación para presentar los instrumentos de planeamiento y gestión necesarios. La Comunidad Autónoma solo estará vinculada si hubiera informado favorablemente la consulta.

Respecto del suelo no urbanizable ya no solo puede ser clasificado como tal por el planeamiento urbanístico; los proyectos de interés general de Aragón también tienen la facultad de clasificar suelo no urbanizable. El suelo no urbanizable genérico es la categoría residual. Gozan de la condición de suelo no urbanizable especial los que por razón de sus características presenten graves problemas de índole geotécnico, morfológico o hidrológico o cualquier otro riesgo natural que desaconseje su destino. A este respecto, conviene hacer mención a la D. A. 1ª que incorpora un listado de suelos que se clasifican por ministerio de la ley como no urbanizables especiales en los municipios sin plan general y siempre que no tengan la condición de suelo urbano. Hay que entender que en una futura revisión del planeamiento general o en la primera redacción del mismo también habría de tenerse en cuenta esta disposición adicional.

La regulación de las construcciones en suelo no urbanizable genérico sujetas a licencia municipal o mediante autorización especial es similar a la anterior pero la novedad estriba en que incluye determinadas circunstancias objetivas susceptibles de presuponer que estemos ante la posibilidad de formación de núcleo de población. Se observa que algunas de las novedades de la ley, como la superficie de la parcela y la superficie máxima construida o las construcciones de utilidad pública o interés social que hayan de emplazarse en el medio rural tienen una regulación muy similar a la del plan general de ordenación urbana de Zaragoza. 

Hay que tener en cuenta la D. T. 6ª sobre regularización de parcelaciones ilegales y actuaciones en áreas degradadas, que tiene una gran similitud con la prevista en el Plan General de Ordenación Urbana de Zaragoza para los “núcleos de población irregulares en suelo no urbanizable” y los “núcleos de población irregulares en suelo urbano no consolidado” establecida en los artículos 6.2.10 y 6.1.11 de sus normas urbanísticas.

Para que sea efectiva esta regulación, previamente y en el plazo de 4 años el órgano autonómico competente debe redactar un censo de parcelaciones ilegales, y solo las parcelaciones ilegales que estén incluidas en este censo podrá regularizarse o erradicarse. Resulta contradictorio que no pueda procederse al restablecimiento de la legalidad en estos casos de parcelaciones ilegales teniendo que esperar obligatoriamente 4 años a que se redacte el censo.

En suelo urbano no consolidado o urbanizable se aplicará lo dispuesto en la D.T 6ª mediante la redacción de un instrumento de ordenación y gestión urbanísticas, que deberá presentarse a trámite en el plazo de 3 años desde la aprobación del plan general; en caso de suelo no urbanizable genérico procederá previamente una reclasificación de los suelos como urbanizables y, en caso de suelo no urbanizable especial no está prevista la regularización sino la restauración de la legalidad urbanística infringida, con la posibilidad de expropiación de los suelos.

La aprobación inicial del Plan General que regule los procesos de regularización suspende los actos de parcelación de los terrenos afectados. 

En cuanto a la obligación de agrupación de las parcelas colindantes de familiares en línea recta resulta lógica la pretensión de agrupar las parcelas de un mismo propietario, pero no así la de propietarios distintos con independencia de que se trate de familiares en línea recta. ¿Hasta qué grado de consanguinidad?. Puede considerarse una intromisión injustificada en el derecho de propiedad y en la facultad de libre disposición inherente al mismo. 

Respecto al planeamiento, y en lo que se refiere al Plan General, las novedades más importantes respecto de la primitiva Ley 5/1999 ya fueron impuestas por la Ley 1/2008, de 4 abril por la que se establecen medidas urgentes para la adaptación del ordenamiento urbanístico a la Ley 7/2008, de 28 de mayo, de suelo, garantías de sostenibilidad del planeamiento urbanístico e impulso a las políticas activas de vivienda y suelo en la Comunidad de Aragón y antes por el Decreto Ley 2/2007 del que procede esta ley. Así, la obligatoriedad de incluir en el plan general el modelo de evolución urbana y ocupación del territorio (ha variado el horizonte temporal máximo de 10 a 15 años). 

Distingue entre ordenación estructural y ordenación pormenorizada para las distintas clases de suelo, que no es sino un cambio de denominación a las determinaciones del plan general. Las determinaciones de la ordenación estructural son de obligatoria aplicación a los municipios de Zaragoza, Huesca y Teruel y a otros municipios de relevancia territorial, urbanística … porque además les añade un estudio de movilidad y previsión de los sistemas generales de incidencia supramunicipal y sin embargo, el resto de los municipios “podrán establecer todas o algunas de las determinaciones que se contienen en el apartado anterior”, con lo cual no son de obligatoria aplicación a éstos.

En las áreas de reforma interior de SUNC está permitida la reducción o eliminación de los módulos de reserva cuando sea inviable su exigencia o resulte incompatible con una ordenación coherente, así como la elevación de la densidad máxima admisible en sectores o unidades hasta un máximo de 150 viv/Ha.

Se admite la posibilidad de que la ordenación pormenorizada del SUD en tales términos (los del SUNC) que hagan posible su ejecución sin necesidad de planeamiento de desarrollo, siempre que se respeten los módulos de reserva para dotaciones locales y la densidad máxima de los planes parciales. Se elimina la prohibición de delimitar sectores con el exclusivo propósito de ajustarse a límites de propiedad.

En cuanto al procedimiento de tramitación, se observa nuevamente la intervención de la comunidad autónoma que exige que el avance de Plan General sea informado por el órgano ambiental y de forma conjunta por los departamentos competentes en materia de urbanismo y ordenación del territorio. Además, en el trámite de sometimiento a informes después de la aprobación inicial también debe elaborarse una memoria ambiental por el órgano autonómico. Regula expresamente cuales son los motivos de alcance supralocal y de legalidad que supongan la denegación de la aprobación definitiva.

Los planes parciales ya no desarrollan únicamente suelo urbanizable sino que también desarrollan suelo urbano no consolidado. Puede simultanearse su tramitación con la de los instrumentos de gestión y en caso de que contengan las determinaciones propias del proyecto de urbanización, lo sustituirán. Los módulos de reserva han pasado a tener rango legal, si bien solo regula en detalle los del uso residencial, dejando los del uso industrial y terciario al reglamento de planeamiento. Incorpora la reserva para cumplir el sistema autonómico de vivienda social en alquiler. En cuanto al procedimiento de tramitación legaliza lo que venía siendo una práctica de los órganos autonómicos, sin ningún fundamento jurídico, el hecho de la devolución del expediente administrativo sin emitir informe con la excusa de que la documentación era incompleta, puesto que en el caso de planeamiento de iniciativa privada no era exigible la remisión del expediente junto con el contenido de las alegaciones.

Cuando se establezca la gestión indirecta por urbanizador en el plan parcial de iniciativa privada, en el trámite de información pública pueden presentarse propuestas alternativas de ordenación, pudiendo, antes de la aprobación definitiva, seleccionarse cualquiera de ellas, en cuyo caso se reiterará el trámite de información pública.

También se observa una limitación de la competencia municipal en la regulación de determinadas clases de planes especiales. En concreto, resulta incomprensible la razón por la que el procedimiento de tramitación de planes independientes cuyo objeto sea el establecimiento de reservas de terrenos para la constitución o ampliación de los patrimonios públicos de suelo, sea distinto del resto de planes especiales independientes. La aprobación inicial y provisional corresponde a la CA y la aprobación definitiva al Ayuntamiento Pleno que solo puede denegarla por incumplimiento de las exigencias procedimentales y documentales; en los otros casos la tramitación es la misma que la del Plan General.

Respecto de los estudios de detalle, incluye como causa de denegación de la aprobación inicial los casos de “ilegalidad manifiesta” como ya venía estableciéndose en la jurisprudencia del Tribunal Supremo. Quizás lo más novedoso sea la aplicación del régimen del silencio administrativo atribuido a las licencias urbanísticas, en lugar del relativo a los propios instrumentos de planeamiento, cuando el art. 60.2.d) in fine dice que “en ningún caso se entenderán aprobados por silencio administrativo estudios de detalle en contra de la legislación o del planeamiento urbanístico ni, en particular, aquellos que incorporen determinaciones que excedan el posible contenido de los estudios de detalle conforme a esta Ley”. A este respecto, nos remitimos a la Sentencia de 30 de septiembre de 2009, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección 5ª), que estima el recurso de casación nº 2978/2005 que se comenta más adelante.

Novedoso resulta, igualmente, en cuanto a la vigencia de los instrumentos de planeamiento, el hecho de que la ley atribuye al Consejo de Urbanismo de Aragón la facultad de suspender total o parcialmente la eficacia de cualesquiera instrumentos de planeamiento urbanístico y atribuirse la potestad de planeamiento de forma excepcional en caso de grave incumplimiento de las competencias municipales que supongan afección a la ordenación del territorio. 

Se regula por primera vez en la ley la refundición de los instrumentos de planeamiento, el procedimiento de tramitación y los efectos, que obedece a razones de la propia práctica administrativa.

Las Disposiciones Transitorias han establecido un régimen transitorio claro pero, que no obstante, propiciará algún conflicto en su aplicabilidad. La D. T. 2ª sobre instrumentos urbanísticos vigentes establece el criterio general de aplicar los contenidos de estos instrumentos que no sean contrarios a la Ley 3/2009, según las equivalencias previstas en la D. T. 3ª. La adaptación a la nueva ley solo se producirá en el momento de la revisión de esos instrumentos. La Ley prevé la homologación de los instrumentos urbanísticos que contengan las determinaciones exigibles por la nueva normativa, mediante acuerdo autonómico. Rige el silencio administrativo negativo. Los coeficientes de ponderación de vivienda protegida fijados en el planeamiento municipal aprobado antes de la entrada en vigor de la nueva ley continúan en vigor hasta su revisión, si bien antes de la revisión pueden unificarse estos criterios mediante modificación del plan general.

La D. T. 4ª establece el régimen aplicable a los instrumentos de ordenación urbanística en tramitación, distinguiendo según estén o no aprobados inicialmente antes de la entrada en vigor de la ley. En el primer caso resulta de aplicación la normativa aplicable en el momento de la aprobación inicial, sin perjuicio del régimen de delimitación de sectores en suelo urbanizable no delimitado previsto en la D.T. 9ª, que exige un informe del órgano autonómico previo a la aprobación inicial del plan parcial en todos los municipios que no sean capital de provincia, que debe ser favorable y tiene carácter vinculante.

Mientras los planes generales no establezcan los ámbitos de suelo urbano no consolidado definidos como áreas de reforma interior a desarrollar por Plan Especial de Reforma Interior y los sectores de suelo urbano no consolidado cuya ordenación deba desarrollarse por Plan Parcial, el desarrollo del suelo urbano no consolidado será por Plan Especial, sin perjuicio de lo dispuesto en la D. T. 10ª sobre el régimen aplicable a las reservas, cuya aplicación no puede suponer en ningún caso minoración de la superficie total de los suelos de cesión obligatoria y gratuita previsto en el régimen vigente antes de la entrada en vigor de la nueva ley. En consecuencia: 

· En el caso de Planes urbanísticos de desarrollo no aprobados inicialmente a la entrada en vigor de la ley el régimen de reserva será el de la nueva ley, completado, cuando sea compatible, con el previsto en el RP.

· En el caso de planes aprobados inicialmente la Administración puede optar entre aplicar el régimen de reservas vigente en el momento de la aprobación inicial (RP) o bien el régimen de reservas de la nueva ley, completado, cuando resulte compatible con el mismo, con el previsto en el RP.

· El planeamiento de desarrollo aprobado inicialmente después de entrar en vigor la nueva ley, deben incluir en el régimen de reservas, la reserva de terrenos destinados al sistema autonómico de vivienda social en alquiler previsto en el art. 54.3 de la Ley 3/2009

El Título III regula los instrumentos de política urbanística y de suelo y es precisamente aquí donde se ve el intervencionismo de la comunidad autónoma. A los planes y proyectos de interés general de Aragón nos referiremos más adelante. Se considera acertada la regulación de la directriz especial de urbanismo y la norma técnica de planeamiento con el fin de diseñar un marco jurídico y técnico del contenido del planeamiento. También se regula por primera vez el sistema de información urbanística de Aragón.

Los convenios urbanísticos no han sufrido modificaciones sustanciales puesto que incorporan los criterios jurisprudenciales sobre la materia, fundamentalmente en cuanto a efectos respecto de terceros no firmantes, transparencia, y causas de nulidad de los mismos.

Es obligatoria, como condición esencial de validez del convenio, la inclusión en sus cláusulas del periodo máximo de vigencia, los efectos derivados de su incumplimiento en la fecha de vencimiento y una valoración económica de los compromisos asumidos. También es obligatoria la prestación de garantía financiera o real del cumplimiento de las obligaciones asumidas.

Se introduce la novedad de informe del órgano autonómico competente en materia de urbanismo, previo a la aprobación definitiva, condicionando la eficacia del convenio urbanístico de planeamiento a la aprobación definitiva del mismo por la Administración autonómica y la inexistencia de informe determinantes del resultado final del procedimiento que la hagan inviable. El convenio se entiende automáticamente resuelto si no se aprueba la modificación del planeamiento prevista en sus estipulaciones.

El cumplimiento del deber legal de cesión del aprovechamiento subjetivo correspondiente al municipio (cesión del 10%), puede sustituirse, mediante convenio, por el pago de una cantidad sustitutoria en metálico o por terrenos de suelo urbano consolidado, preferentemente en núcleos históricos, con la posibilidad de computarse en tal concepto el coste de rehabilitación. Se excepciona el caso de que pueda cumplirse con suelo destinado a vivienda protegida de Aragón incluido en el ámbito correspondiente. La Ley 1/2008 de 4 de abril decía “mediante el pago de cantidad sustitutoria en metálico, que quedará siempre afecta a la construcción de vivienda protegida o equipamientos públicos, excepto cuando pueda cumplirse con suelo destinado a vivienda sometida a algún régimen de protección pública incluido en el ámbito correspondiente”. Aunque la nueva ley no condiciona el uso de la cantidad en metálico, lo cierto es que el art. 111.3 de la misma dice que estos ingresos se destinarán a la conservación y ampliación del patrimonio público del suelo, con unas condiciones y para unos fines concretos.

Igualmente, la ley 3/2009 impone la obligación de inscribir todos los convenios urbanísticos aprobados definitivamente en un Registro público de convenios urbanísticos que se crea a estos efectos.

En la regulación de los patrimonios públicos de suelo se aclara cuales son los usos propios del destino del patrimonio, a los efectos de destinar los ingresos obtenidos mediante enajenación, ampliándolos más allá de la vivienda protegida y otros usos de interés social: obras de urbanización, ejecución de dotaciones locales, rehabilitación de vivienda, realojo y retorno etc…

El procedimiento general de enajenación es el concurso, como previó la Ley 1/2008, la subasta es excepcional y se admite también la permuta. La ley regula las áreas de tanteo y retracto a favor de la Administración en garantía del cumplimiento de la programación del instrumento de planeamiento, para incrementar los patrimonios públicos de suelo, intervenir en el mercado inmobiliario etc… También podrán ejercerse a favor de consorcios, empresas públicas o sociedades urbanísticas.

El Título IV de la Ley 3/2009 dedicado a la gestión urbanística es el que más novedades introduce, que sobre todo afectan a los municipios con más dinamismo urbanístico de Aragón, como son las capitales de provincia, como dice la Exposición de Motivos. La mayor parte de la regulación es contenido propio del Reglamento de Gestión Urbanística por el grado de detalle que alcanza.

Distingue las distintas alternativas de ejecución en función de la clase de suelo; si es SUC o ejecución de sistemas generales mediante actuaciones aisladas, previa normalización de linderos, en su caso; en SUNC incluido en actuaciones de dotación, mediante reparcelación material o económica; en SUNC y Suelo Urbanizable mediante actuaciones integradas. 

Las actuaciones integradas vienen a asimilarse a las antiguas actuaciones sistemáticas, esto es, desarrollo de terrenos incluidos en una unidad de ejecución o en un sector.

En cuanto a los sistemas de actuación, se elimina la ejecución forzosa y la concesión de obra urbanizadora se sustituye por la figura del urbanizador, importada de la legislación valenciana y ampliamente criticada por el Tribunal de Justicia Europea. En la gestión directa el planeamiento que determine su aplicación incluirá las determinaciones propias de los programas precisos para su ejecución. Podrá incluir anexo expropiatorio o proyecto de reparcelación y, en este caso, la aprobación definitiva del planeamiento supondrá la aprobación inicial de este proyecto y la delimitación de la unidad de ejecución. En la gestión indirecta se permite la tramitación simultánea del proyecto de gestión y el planeamiento que contenga la ordenación pormenorizada.

Los propietarios de un ámbito se asocian ahora en las llamadas “agrupaciones de interés urbanístico”, incluso en el caso de que se trate de propietario único. 

Se permite en el sistema de cooperación que pueda otorgarse a los propietarios un plazo no superior a 6 meses para presentar reparcelación voluntaria. Se admite la sustitución del pago de las cuotas de urbanización por la entrega de terrenos edificables.

La gestión indirecta por compensación es la que más modificaciones ha sufrido, imponiendo plazos que recuerdan a la Ley 8/1990. El instrumento de planeamiento debe decantarse por esta forma de gestión indirecta. El programa de compensación debe presentarse “en condiciones de ser aprobado inicialmente” en el plazo de un año desde la aprobación del planeamiento de desarrollo; en caso de incumplimiento se sustituirá por la gestión indirecta por urbanizador ope legis, que también dará lugar a la sustitución por el urbanizador si en el plazo de un año no se presenta a trámite el proyecto de reparcelación. Tiene que prever el inicio de la ejecución material en un año desde su aprobación y la finalización de la urbanización en 5 años. 

El programa de compensación debe incluir una propuesta de estatutos y bases de actuación de la junta y un anteproyecto de urbanización. Sorprende que el art. 161 haga referencia a los efectos del acto expreso de aprobación definitiva del programa de compensación, pero nada dice en caso de que se trate de un acto presunto.

La ley prevé la posibilidad de que la Administración revoque a la Junta de Compensación la condición de beneficiaria de la expropiación tanto en caso de que los propietarios no se adhieran o en caso de incumplimiento de los deberes inherentes a su condición de propietario del ámbito. También la prevé para el caso de gestión indirecta por urbanizador, pero sin indicar en qué casos.

El contrato para la ejecución de las obras se ajustará a la legislación de contratación del sector público.

La gestión indirecta por urbanizador se aplica cuando así lo establezca el planeamiento y no prescriba expresamente la compensación, cuando estando prevista la compensación los propietarios no presenten el programa de compensación o proyecto de reparcelación en plazo, o cuando actuando por compensación los propietarios incumplan sus obligaciones y hagan inviable la ejecución. La gestión indirecta por urbanizador solo puede sustituirse por la gestión directa, salvo en el caso de resolución del programa de urbanización. 

Cabe preguntarse si, en tiempos de crisis en el sector inmobiliario y de incumplimiento de los plazos en caso de gestión indirecta por compensación, si la figura del urbanizador es viable, porque no hay que olvidar que el urbanizador es un empresario, en principio ajeno y no propietario de los suelos, que busca un rendimiento económico de sus actuaciones.

Este sistema de actuación lleva aparejada una regulación exhaustiva de los programas de urbanización, que se componen de una alternativa técnica y una propuesta jurídico-económica. La ley regula el estatuto del urbanizador, que se considera agente público responsable de ejecutar la urbanización, es elegido en pública concurrencia siendo de aplicación la legislación de contratos del sector público y le atribuye un catálogo de prerrogativas y facultades que limitan en gran medida el derecho de propiedad. Se admite la cesión de la condición de urbanizador sin necesidad de acuerdo municipal, basta la formalización en escritura pública; no así en el caso de subcontratación, que sí requiere autorización expresa del municipio. 

Este régimen de gestión urbanística no es aplicable si a la entrada en vigor se hubiese aprobado inicialmente el proyecto de reparcelación, expropiación o de obras ordinarias correspondiente o bien se hubiese otorgado licencia de edificación simultánea a la urbanización. En los demás casos, como indica la D. T. 11ª se aplicará esta ley según los siguientes criterios.

· Si no se fijó sistema de actuación, decidirá el municipio entre gestión directa o indirecta.

· Si se eligió un sistema de gestión directa o la ejecución forzosa, se aplicará la gestión directa salvo que el municipio decida otra cosa.

· Si se eligió el sistema de compensación, se mantendrá siempre que se cumplan los plazos para presentar el programa de compensación

· Si se eligió el sistema de concesión de obra urbanizadora o gestión indirecta sin especificar, se aplicará la indirecta por urbanizador.

Consideramos que, en la práctica, el sistema de mayoritaria aplicación será el de compensación no solo porque es el utilizado habitualmente sino también porque la figura del urbanizador, además de no tener arraigo en el urbanismo aragonés (desde la aprobación de la Ley 5/1999, en la ciudad de Zaragoza no se ha aprobado ningún sistema de actuación por concesión de obra urbanizadora) entraña un laborioso proceso de selección y en caso de incumplimiento de los plazos la consecuencia no es acudir al sistema de compensación, sino volver a empezar y, en su caso, a incurrir en los mismos errores.

La Ley 3/2009, de urbanismo de Aragón regula la creación del Jurado Aragonés de Expropiación, si bien remite a desarrollo reglamentario el régimen de organización y funcionamiento.

También regula, como novedad en materia de gestión, los sectores concertados de urbanización prioritaria de sectores de suelo urbano no consolidado o suelo urbanizable previa declaración de interés general de la administración autonómica o conjuntamente entre la Administración autónoma y el municipio, para el caso de implantar actividades industriales o de servicios de especial importancia, grandes equipamientos colectivos o ejecución de políticas de vivienda y suelo, que el plan general puede ordenar directamente. La injerencia en las competencias municipales persiste. La única diferencia que existe entre el objeto que persiguen estos sectores concertados y el de los planes y proyectos de interés general de Aragón, es que éstos últimos también se refieren a suelo no urbanizable (genérico o especial) y la competencia autonómica es total, excluyendo a los municipios.

Las novedades más importantes en materia de edificación y uso del suelo son las siguientes:

1.- Edificación forzosa.

· La edificación debe iniciarse, en defecto de indicación en la licencia, en el plazo de dos años contados desde la notificación del otorgamiento de la licencia u orden de ejecución, no contados desde el inicio de la obra, como en la Ley 5/99.

· Declaración de situación de ejecución por sustitución, que presupone el incumplimiento del deber de edificar, cuyo inicio implica la suspensión del otorgamiento de licencias en la parcela, que si se ratifica supone la convocatoria de oficio del concurso para la sustitución del propietario en el plazo de 2 meses y si se levanta la suspensión, el concurso se convoca para la sustitución del propietario incumplidor en el plazo de 4 años. Cabe la actuación autonómica por subrogación en caso de inactividad municipal.

· El anterior registro de solares se denomina ahora registro de inmuebles en situación de ejecución por sustitución, obligatorio en los municipios con más de 8.000 habitantes o con plan general.

· La convocatoria del concurso puede ser de oficio o a instancia del interesado. En este último caso, el particular debe presentar un programa de edificación, cuya tramitación es la misma que la de los programas de urbanización.

2.- Licencias.

Las novedades más significativas que introduce la Ley 3/2009 en materia de licencias básicamente obedecen a la legislación sectorial en la materia. En concreto, el cambio en la denominación de los distintos tipos de licencias resulta de las leyes aragonesas de Espectáculos Públicos de Aragón y de Protección Ambiental.

Las novedades más significativas son:

· La supresión de la licencia de instalación, que viene justificada porque habitualmente su objeto estaba incluido bien en la licencia de actividad clasificada (ahora, licencia ambiental de actividad clasificada) o bien en la licencia de apertura (caso de no tratarse de una actividad clasificada).

· Inclusión de las “licencias para la edificación y urbanización simultáneas” dentro del capítulo dedicado a las licencias, que tradicionalmente era una materia propia de la gestión urbanística regulada en los artículos 40 y siguientes del reglamento de gestión urbanística. El hecho de que se denominen “licencias para la edificación y urbanización simultáneas” no significa que sea una nueva tipología de licencias; en realidad se trata de una modalidad de la licencia urbanística o licencia de construcción porque el acto autorizatorio de la construcción en este tipo de licencias no supondría, además de la edificación, la urbanización, ya que ésta última ya estaría autorizada con la previa aprobación del proyecto de urbanización. La regulación de este tipo de licencias, distingue como ya hacía el RGU, según se trate de actuaciones asistemáticas o sistemáticas.

Las novedades de la simultaneidad de urbanización y edificación son la necesidad de acreditar la disponibilidad civil terrenos suficientes para asegurar la simultaneidad de obras y la urbanización, y además, que va a ejecutarse en menos de 3 años; la inclusión en la garantía a prestar no solo el coste de la ejecución de las obras, sino también “los costes íntegros derivados de la eventual ejecución subsidiaria de dichas obras de urbanización por el municipio en cuantía suficiente a juicio de éste”; los efectos del incumplimiento del deber de urbanización simultáneo a la edificación, que además de la pérdida de la garantía, son la caducidad de la licencia, prohibición de uso de lo edificado y obligación de reposición.

· Documentación: la D. A. 8ª exige la necesidad de incluir en el proyecto técnico que acompañe a la solicitud de licencia un estudio de generación de residuos de construcción y demolición, que obligará a prestar una fianza que garantice la correcta gestión de esos residuos, salvo en caso de obras menores o reparación domiciliaria, con una regulación muy similar a la del Real Decreto 105/2008, de 1 de febrero, por el que se regula la producción y gestión de los residuos de construcción y demolición.

· En cuanto a los actos de edificación de la Comunidad Autónoma, el artículo 244 excluye de la solicitud de licencia a los proyectos de interés general de Aragón.

· Respecto de las licencias en suelo no urbanizable, la D. T. 7ª prevé que solo podrá autorizarse las edificaciones aisladas destinadas a vivienda unifamiliar en suelo no urbanizable si los municipios tienen plan general adaptado u homologado. Recuérdese que el art. 30.2 solo admite este tipo de construcciones en municipios con plan general que lo autoricen expresamente. Por ello una primera lectura de esta disposición transitoria conduce al absurdo de que municipios que en su plan general incluyen la posibilidad de construcción en suelo no urbanizable genérico, deban proceder a una previa modificación, revisión, adaptación u homologación del mismo.

· Las licencias de parcelación tienen una regulación idéntica a la de la Ley 5/1999, excepto que se añade la obligación de notarios y registradores de exigir la previa licencia de parcelación o declaración de su innecesariedad para inscribir las escrituras de división de terrenos, obligación que ya estaba prevista en la legislación hipotecaria.

3.- Deber de conservación y declaración de ruina.

· Las circunstancias objetivas sobrevenidas que eran la excepción  para admitir el expediente de ruina una vez acordada una orden de ejecución, ahora deben acreditarse “mediante informe técnico de facultativo competente que la ruina hubiese sobrevenido igualmente, conforme a criterios objetivos, de haberse ejecutado las obras ordenadas”.

· Ahora en caso de incumplimiento de las órdenes de ejecución, el municipio también tiene la facultad de expropiar el inmueble, además de la ejecución subsidiaria y la imposición de multas coercitivas.

· Aumenta la periodicidad de las multas coercitivas, su importe y no hay límite en cuanto al número de multas a imponer. Estos ingresos quedan afectos a la cobertura de los gastos que genere la ejecución subsidiaria de las obras.

· Incluye la inspección técnica de los edificios.

· En cuanto a las clases de ruina, ya no se incluye la ruina técnica, solo la económica, la urbanística y una nueva que pudiéramos denominar “ruina sobrevenida justificada”. 

· La declaración de ruina comporta la aplicación del régimen de edificación forzosa, pudiendo procederse a la expropiación o a la sustitución del propietario incumplidor.

En materia de disciplina urbanística, el procedimiento disciplinario y sancionador no tiene grandes novedades en la ley 3/2009, sin perjuicio de que se hayan incorporado aspecto novedoso, tales como:

· Los inspectores urbanísticos tienen la condición de agentes de la autoridad lo cual supone que sus actos tienen fe pública y la obstrucción a la actividad inspectora puede tener consecuencias penales.

· Regulación extensa de las actas de inspección con un contenido determinado que si se incumple se considerara denuncia.

· En caso de paralización de obras, están previstas una serie de medidas que garanticen su total interrupción: suspensión de los suministros, precinto o retirada de materiales y maquinaria, etc…

· Se presume iuris tantum que la fecha de finalización de obras sin licencia es la de la comprobación por parte de la Administración.

· La suspensión de licencias u órdenes de ejecución o la paralización de las obras que constituyan manifiestamente una infracción urbanística grave o muy grave se mantendrá hasta que se dicte sentencia por la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

· Define cuando las obras amparadas por licencia u orden de ejecución están totalmente terminadas.

· Aumenta la cuantía de todas las sanciones: las leves de 600 a 6.000 euros; graves de 6.000,01 a 60.000 euros y las muy graves de 60.000,01 a 300.000 euros.

· Las infracciones también tienen grandes novedades. En el caso de las leves se explicitan más concretamente y no de forma tan general como antes, y el criterio de distinción respecto de las graves o muy graves es la posibilidad de legalización o subsanación en el plazo que conceda la Administración. Se incorpora con infracción leve la publicidad dirigida a la adjudicación de parcelas o edificación antes de la aprobación del instrumento de planeamiento de desarrollo más específico o en contra de las determinaciones de éste. Respecto de las infracciones graves aumenta considerablemente la tipificación de las mismas, por ejemplo, la tala de árboles que posean interés botánico o ambiental, la edificación de sótano o semisótanos, áticos o entreplantas no permitidos por el plan cuando el exceso de edificabilidad no supere el 15% porque en caso contrario es una infracción muy grave, el exceso de altura si no implica aumento de volumen o superficie construida etc… Se tipifica como infracción muy grave la infracción de las normas reguladoras de las transmisiones afectadas por los derechos de adquisición preferente de la Administración, el incumplimiento por el urbanizador del régimen de subcontratación de las obras de urbanización, el exceso de edificación mayor del 15% sobre la edificabilidad permitida por el plan.

· La regulación de las medidas complementarias es más exhaustiva y se añade la posibilidad de inhabilitación para asumir la condición de urbanizador por un periodo no superior a 5 años.

· Se aplica el régimen de fuera de ordenación a los edificios o instalaciones construidos o instalados como consecuencia de una infracción urbanística y que haya prescrito la acción para restaurar el orden jurídico infringido.

· Prevé la posibilidad de apremio sobre el patrimonio así como la condonación parcial hasta el 50% de la sanción principal en caso de cumplimiento.

Las novedades más importantes en el régimen urbanístico simplificado, que sustituye al aplicable en la Ley 5/1999 a los pequeños municipios, vienen a facilitar la elaboración de planeamiento y gestión en estos municipios y son las siguientes:

· El ámbito de aplicación se modifica en positivo y en negativo. Se utiliza un criterio demográfico, aplicándose este régimen a los municipios de menos de 1.000 habitantes y potestativamente a los de menos de 2.000 habitantes. También se utiliza un criterio de ubicación, porque este régimen no es aplicable, salvo que así se decida por orden del Consejero, a los municipios de menos de 2.000 habitantes de determinadas comarcas de Aragón que tienen gran actividad turística, territorial, etc…

· Distingue según el municipio tenga o no plan general:

* En caso de que no tenga plan general, el suelo se clasifica en urbano y no urbanizable. La ley crea las zonas de borde de suelo urbano que permite, sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 30, la construcción de vivienda unifamiliar por parcela superior a 3.000 m2 o superior fijada por el Pleno de la Corporación, previo informe del Consejo Provincial de Urbanismo, y según las condiciones mínimas de autorización que fijará la Directriz Sectorial de Urbanismo. También regula las condiciones de conexión a las redes generales municipales. La autorización tendrá el grado de detalle de una licencia urbanística pero el sentido del silencio administrativo es negativo, al menos el del informe preceptivo del Consejo Provincial de Urbanismo.

* Estos municipios pueden optar entre un plan general conforme al título II de la ley o bien un plan general simplificado con unas determinaciones inferiores, de las que destaca que no puede clasificar suelo urbanizable no delimitado, pueden no clasificar suelo urbanizable, justificadamente pueden no cumplir el régimen de reservas de terreno para parques, jardines y espacios libres públicos y pueden prescindir el cálculo del aprovechamiento medio del conjunto del suelo urbanizable delimitado. Pueden omitir total o parcialmente las normas urbanísticas, remitiéndose a la directriz sectorial. Por regla general, ordenará todo el suelo urbano y urbanizable sin necesidad de planeamiento de desarrollo

* El 100 % del aprovechamiento urbanístico será del propietario en el caso de suelo urbano consolidado y no consolidado que no exija reparcelación. En caso de que esté previsto es posible la cesión del aprovechamiento correspondiente al Ayuntamiento en metálico o terrenos o bienes inmuebles situados en el mismo municipio.

* También hace referencias a la gestión urbanística y a la urbanización en régimen de obras públicas ordinarias, aplicable en este caso también a los municipios de población inferior a 5.000 habitantes.


Ley 4/2009, de 22 de junio, de Ordenación del Territorio de Aragón. (BOA 30/6/2009).

De esta ley comentaremos aquello que, desde nuestro punto de vista, va  a tener más incidencia en el mundo local.

El Título I se divide en dos capítulos. El Capítulo I, relativo a los órganos competentes para la  ordenación del territorio y el II a la coordinación y participación ciudadana. En el artículo 12 se regula la coordinación del ejercicio de las competencias con transcendencia territorial con las entidades locales de la CA y se indica que se lleva a cabo a través de los instrumentos de ordenación territorial. Se prevé que el Gobierno de Aragón promoverá la coordinación mediante la constitución de comisiones bilaterales y conferencias sectoriales con las entidades locales.  

El Título II regula los instrumentos de planeamiento territorial, cuyas diferencias con los instrumentos de ordenación de la Ley de Ordenación del Territorio 1992 son más de nomenclatura que de contenido.

Así, el capítulo I se refiere a la Estrategia de Ordenación  Territorial de Aragón, instrumento de alcance y contenido similar a las Directrices Generales de Ordenación Territorial de  la LOTA de 1992. En él se contiene el modelo de ordenación y desarrollo territorial de la CA, correspondiendo la decisión de elaborar la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón al Gobierno de Aragón, a iniciativa de la Comisión Delegada del Gobierno para política territorial; su elaboración al Departamento competente en materia de ordenación del territorio, y su aprobación al propio Gobierno, previa información pública, sometimiento al procedimiento de evaluación ambiental, y debate en las Cortes de Aragón. (Las Directrices Generales de Ordenación Territorial se aprobaban por Ley de las Cortes de Aragón).

El artículo 20.4 prevé que la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón pueda ser modificada mediante la aprobación definitiva de un plan o proyecto de interés general de Aragón «en todos aquellos aspectos derivados de la inserción de dicho plan o proyecto en el modelo territorial de Aragón»; este tipo de modificación estaría exento, según el artículo 38.2, de la obligación de someterlo a debate de las Cortes de Aragón. De este modo, se incurre en un trato discriminatorio, con los proyectos formulados por los ayuntamientos, que han de acomodarse a la Estrategia Territorial, frente a los autonómicos, exentos de ese requisito, al tiempo que hace dudar de la capacidad de ordenación territorial global de la estrategia, susceptible de modificaciones puntuales de acuerdo con los diversos intereses, públicos o privados, que puedan canalizar los distintos Departamentos del Gobierno de Aragón.

La misma sensación de discrecionalidad produce el artículo 26.1.b, que, sin limitar ni concretar el tipo de determinaciones a que se refiere, posibilita que, una vez aprobadas la Estrategia o las Directrices de Ordenación Territorial, sean ignoradas por actuaciones concretas que teóricamente deberían respetarlas, ello sin modificación formal de su contenido y mediante un trámite ciertamente impreciso de convalidación Así dice: “Cuando los departamentos u organismos públicos de la administración de la Comunidad Autónoma o las entidades locales, en el ejercicio de sus competencias, prevean actuaciones concretas que supongan una desviación de los citados criterios, se deberá plantear la cuestión, de forma motivada, ante el Gobierno de Aragón, que valorará su conveniencia para los intereses públicos.”

El capítulo II regula las Directrices de Ordenación Territorial, referidas a un ámbito territorial concreto, ya sea una comarca o una zona delimitada por sus características homogéneas (Directrices zonales), o a un determinado sector de actividad o elemento relevante del sistema territorial (Directrices especiales). Equivalen, por tanto, a las Directrices Parciales Territoriales o Sectoriales de la anterior Ley. Como ya ocurría en 1992, el artículo 21.3 desvincula la posibilidad de aprobación de Directrices de Ordenación Territorial de la previa formulación de la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón, sin perjuicio de que la posterior aprobación de ésta obligara a adaptar las ya aprobadas. Las Directrices son aprobadas por el Gobierno de Aragón, previa información pública por dos meses y, si se trata de Directrices zonales, con informe de las entidades locales afectadas. 

Como se indicó en relación con la Estrategia, la regulación de las Directrices resulta sensiblemente menos precisa que en los artículos equivalentes de la ley 11/1992.

Análogamente al artículo 18.4 en relación con la Estrategia, el artículo 22.4 determina que: “en las normas de las Directrices de Ordenación Territorial se incluye el conjunto de reglas de aplicación directa o que incidan sobre el planeamiento urbanístico municipal, la previsión de desarrollo de instrumentos de planeamiento, gestión o información territorial, y las actuaciones sectoriales que la Comunidad Autónoma puede dictar para aplicar las estrategias propuestas en el ámbito de su competencia”.

Debe destacarse el hecho de que ni en capítulo I ( Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón) ni en el capítulo II( Directrices) se hayan incluido las expresas limitaciones que los artículos 25.3 y 29.2 de la ley 11/1992 imponían al proceder autonómico, que debía inspirarse, según esos preceptos, «en el principio de máximo respeto a las determinaciones contenidas en los instrumentos de ordenación de la legislación urbanística», en la medida en que dicho principio fuera compatible con los intereses generales propios de los ámbitos de referencia de los instrumentos de ordenación territorial.

El capítulo I del Título III se refiere a los Programas de Gestión Territorial, de características análogas a los Programas Específicos de Gestión de la  Ley de 1992, pero regulados de nuevo con mucha menor extensión y precisión, y ya sin especificidades como los Procedimientos de Gestión Coordinada de los artículos 36 y siguientes de la Ley 11/1992. 

En esencia, los Programas de Gestión Territorial no son más que los instrumentos de ejecución de la Estrategia y las Directrices, aprobados por el Gobierno de Aragón y compuestos por un programa temporal, un estudio económico-financiero y un sistema de gestión, seguimiento y control, todo ello referido sólo a las actuaciones que haya de acometer la Comunidad Autónoma, con cargo a su presupuesto, sin perjuicio de que  se prevé para su ejecución la posibilidad de convenios y acuerdos de cooperación con las entidades locales o el Estado, así como la creación de consorcios y otras entidades públicas o privadas (artículo 31.2). 

El capítulo  II del Título III se refiere a los Planes y Proyectos de Interés General de Aragón (Instrumentos Especiales de Ordenación Territorial), nueva versión de los proyectos supramunicipales de la ley urbanística de Aragón, 5/1999, sin precedente en la Ley 11/1992, y que se regulan también, con la misma denominación en la Ley 3/2009, de 17 de junio, de Urbanismo de Aragón (artículos 87 a 99). Esta figura constituye, sin duda, la novedad más importante de la Ley y la que más trascendencia tiene para los intereses de los municipios.

Llama la atención la descoordinación entre la  ley de urbanismo y la presente, a pesar de que ambas denominan igual a este instrumento, máxime teniendo en cuenta que, prácticamente, se aprobaron el mismo día. A tal punto llega esa descoordinación que, tras advertir el artículo 33.1 que el objeto de los Planes y Proyectos pueden concretarse en la legislación urbanística u otras leyes sectoriales, en el 33.2 se determina que «a los efectos previstos en esta ley, los planes con incidencia territorial previstos en la normativa sectorial no tienen la condición de planes de interés general de Aragón», por lo que se les impone el requisito de un informe del Consejo de Ordenación del Territorio acerca de la coherencia territorial de la actuación (artículo 54). Asimismo, los Planes y Proyectos de Interés General de Aragón de una y otra Ley tienen procedimientos de formulación, aprobación y ejecución distintos, lo que no hace sino contribuir a crear una situación normativa muy confusa.

La diferente regulación del nuevo instrumento en las dos leyes que lo contemplan se puede resumir en la absoluta inconcreción con que se presenta en la Ley de Ordenación del Territorio, frente a la Ley urbanismo. No se limitan en la LOTA ni las categorías de suelo en que pueden emplazarse, ni los usos que los justifican, ni se hace la más mínima mención a la intervención municipal en su gestión, ni se contiene regulación alguna referente al destino de las obras de urbanización o de las cesiones gratuitas a la administración de aprovechamiento lucrativo, que ni siquiera se citan.

Si en el articulo 87.1 de Ley de urbanismo se precisan un conjunto de finalidades –ciertamente muy amplio- que legitiman la nueva figura, la LOTA prescinde lisa y llanamente de finalidades concretas para determinar en su artículo 33 que «podrán ser objeto de Planes y Proyectos de Interés General de Aragón, las infraestructuras, instalaciones redes y equipamientos, la ejecución de políticas, planes y programas, y de cualesquiera otras grandes actuaciones territoriales.».

El artículo 34 de la LOTA determina que “los planes y proyectos serán promovidos en todo caso por la administración de la Comunidad Autónoma, sus organismos públicos o las sociedades mercantiles autonómicas, de oficio o a instancia de la iniciativa privada” y, el artículo 93.4 de la Ley de urbanismo indica que: “La promoción, gestión y ejecución de los planes o proyectos de interés general de Aragón podrá también tener lugar a través de sociedades urbanísticas, siempre bajo la dependencia directa de la Administración de la Comunidad Autónoma o de un consorcio de interés general”.

En los artículos siguientes se detalla el procedimiento para la aprobación. En un primer momento, el Gobierno de Aragón ha de declarar formalmente el interés general del plan o proyecto (artículo 35), pero, cuando la actividad susceptible de ser promovida mediante un proyecto de interés general de Aragón estuviera contemplada en planes o proyectos aprobados por el Gobierno de Aragón en los que ya se hubiera determinado el municipio o los municipios afectados, ni siquiera será necesario ese trámite declarativo previo (artículo 37.1).

Con posterioridad, se impulsa por el departamento competente a criterio de la Comisión Delegada del Gobierno para la Política Territorial; según el artículo 35.4, y en este trámite los ayuntamientos afectados emitirán informe. 

Concluida esa fase, el plan o proyecto de interés general de Aragón será tramitado y aprobado por la Comunidad Autónoma.

Todo lo expuesto implica, a la postre, que cualquier actuación con incidencia territorial, sea cual sea su naturaleza, que responda a cualesquiera políticas, planes y programas adoptados por la Comunidad Autónoma, y ya correspondan a su propia iniciativa o a la de promotores particulares que opten por esa vía, podrá canalizarse a través de unos instrumentos y unos procedimientos específicos, que no están vinculados por el planeamiento urbanístico vigente en los términos municipales afectados, que no requieren conformidad de sus ayuntamientos tan sólo informe, y a los que no se impone limitaciones de ningún tipo.

La principal característica implícita de los planes y proyectos de interés general es el abandono de su justificación por la excepcionalidad de la actuación así canalizada y su imposible encaje en el planeamiento vigente, para convertirse en un instrumento capaz de cualquier finalidad y susceptible de aprobación al margen de cualesquiera determinaciones del plan general. El propio cambio de denominación del instrumento implica una desvinculación conceptual de aquellas actividades cuyo alcance supere el ámbito del término municipal para cobijar cualquier intervención urbanística relacionada con la amplia esfera de los intereses propios de la administración de la Comunidad Autónoma.

Si en la ley 5/1999 el proyecto supramunicipal se dirigía a “la urbanización de suelo urbanizable no delimitado y de suelo no urbanizable genérico para actividades industriales o de servicios de especial importancia, grandes equipamientos colectivos y edificación de viviendas de promoción pública” (artículo 76), las nuevas leyes suprimen toda limitación según la clasificación o calificación del suelo. 

Tampoco se mantienen las limitaciones que establecía la ley 5/1999 en cuanto al rango del instrumento. Si la legislación anterior atribuía a los proyectos supramunicipales el contenido propio de los planes parciales y los proyectos de urbanización, lo que excluía la alteración de la estructura general y orgánica, entendida como competencia municipal y asunto, por lo demás, requerido de una concepción global, las dos leyes aprobadas prescinden de limitaciones de esta naturaleza, posibilitando implícitamente que los planes y proyectos de interés general modifiquen el plan general en cualesquiera de sus determinaciones, ya sea para promover nuevas actuaciones urbanísticas en suelos donde el plan general las prohiba o regule de otra forma, o, incluso, para permitir la construcción de edificios aislados sin sujetarse al trámite de licencia municipal ni a las condiciones objetivas establecidas por los planes.

Así pues, la capacidad de alteración del planeamiento municipal por los planes y proyectos de interés general queda expandida de forma ilimitada, más incluso que en la ley de urbanismo, tanto en razón de la actividad -cualquiera acorde con las políticas, planes y programas de la Comunidad Autónoma-, como por razón de la calificación urbanística del suelo -cualquiera de las posibles, incluido el suelo urbano consolidado o el no urbanizable especial-, así como del rango normativo de la figura modificada indistintamente planeamiento de desarrollo, planes generales o Estrategias Territoriales de la CA.

Fuera de los aspectos tratados, no se observan novedades de importancia que afecten a la política urbanística municipal. Como aspectos menores, sí puede señalarse que el artículo 52, «Planes urbanísticos» añade a los informes preceptivos en la formación y revisión de los planes generales, el del departamento autonómico competente en materia de ordenación del territorio (en los municipios capitales de provincia, del Consejo de Ordenación del Territorio de Aragón), y que el capítulo III del Título VI añade a los instrumentos de evaluación ambiental el llamado estudio de impacto paisajístico, exigible en determinados proyectos que no deban acompañarse de evaluación de impacto ambiental ni afecten a espacios naturales protegidos.

Por último, debe indicarse que en el BOA de fecha 22 de octubre de 2009  ha sido publicada la resolución de 14 de septiembre de 2009, de la Secretaria de Estado de Cooperación Territorial, por la que se publica el acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Aragón- Estado en relación con la presente Ley. Mediante dicho acuerdo se inician negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas sobre el inciso final del artículo 49 de la LOTA, que señala: “teniendo carácter determinante”; se designará un grupo de trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de Cooperación la solución que proceda y, se comunica el acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos del artículo 33 de la LOTC: recurso de inconstitucionalidad.

El artículo 49 se refiere al dictamen del Consejo de Ordenación del Territorio de Aragón respecto de los planes y proyectos del Estado con incidencia territorial y, en particular, los instrumentos que integran la planificación de infraestructuras, la planificación hidrológica y cualesquiera otros instrumentos promovidos en el ejercicio de sus competencias por el Estado que, directa o indirectamente, afecten a las competencias de la CA en materia de ordenación territorial, así como las modificaciones o revisiones de todos ellos.  


Orden de 28 de julio, de los Departamentos de Economía, Hacienda y Empleo, y de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, por la que se regula el procedimiento de tramitación de las viviendas garantizadas conforme al Decreto- Ley 1/2009, de 14 de abril, por el que se aprueba el plan Especial de dinamización del sector de la vivienda y se autoriza la prestación de avales por el Gobierno de Aragón. (BOA 26/8/2009). 


Decreto 141/2009, de 21 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el reglamento regulador del cobro de las cargas urbanísticas vinculadas a la ampliación y refuerzo de infraestructuras de saneamiento y depuración. (BOA 3/8/2009).

El presente Decreto se dicta en desarrollo de lo establecido en el artículo 30 de la Ley 6/2001, de 17 de mayo, de ordenación y participación en la gestión del agua, en su redacción dada por el artículo 58.1 de la Ley 13/2005, de 30 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas en materia de tributos cedidos y tributos propios de la Comunidad Autónoma y, en la legislación urbanística de Aragón.   

La legislación urbanística establece que los promotores de actuaciones de urbanización, en suelo urbano no consolidado o en suelo urbanizable, entre otras, tienen la obligación de costear  y, en su caso, ejecutar en los plazos fijados por el planeamiento, todas las obras de urbanización previstas en la actuación correspondiente, incluidas las correspondientes a las dotaciones locales y sistemas generales y las obras de conexión con los sistemas generales exteriores y de ampliación y refuerzo de los mismos que ésta demande por su dimensión y  características específicas, aunque hayan de ejecutarse fuera de la actuación. Entre tales obras están incluidas las de potabilización, suministro y depuración de agua que se requieran, conforme a su legislación reguladora. 

Regula, por tanto, el cobro de las cargas urbanísticas vinculadas a la ampliación y refuerzo de infraestructuras de depuración y saneamiento de aguas residuales urbanas de titularidad o gestión de la CA, entendiendo por tales, las obras y servicios de evacuación, tratamiento, recuperación y reutilización de las aguas residuales propiedad del Instituto Aragonés del Agua, las contempladas en los respectivos planes autonómicos de saneamiento y depuración, y las gestionadas por el Instituto por cualquier título.

Obliga a todos aquellos municipios que mediante convenio administrativo con el Instituto Aragonés del Agua le deleguen sus competencias de saneamiento y depuración. Las obligaciones consisten en exigir a los propietarios de suelo o a los que ejerzan la iniciativa de urbanización de los terrenos sino son propietarios, el pago de las cuotas líquidas; y transferir el producto íntegro obtenido al Instituto. 

Se prevé que el  incumplimiento de la obligación de transferencia por parte de los municipios conllevará la extinción de dichas deudas mediante deducción sobre transferencias o asignaciones presupuestarias contenidas en el Presupuesto de la CA y la pérdida del incentivo (5% del total transferido en cada ejercicio presupuestario).

Por último debe destacarse, que se prevé que  en caso de no acreditarse el cumplimiento de dichas obligaciones, la Administración competente para el otorgamiento de las licencias urbanísticas o autorizaciones ambientales, incluyendo la autorización ambiental integrada, deberá denegarlas y, si son concedidas, serán  consideradas ilegales.


Orden de 22 de octubre de 2009, de los Consejeros de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, de Política Territorial, Justicia e Interior y de Medio Ambiente sobre determinados aspectos procedimentales para la tramitación del informe conjunto y el documento de referencia relativos al avance del Plan General de Ordenación Urbana. (BOA 30/10/2009).

La Ley 3/2009, de 17 de junio, de urbanismo de Aragón, en su artículo 48.2 y la Ley 4/2009, de 22 de junio, de Ordenación del Territorio, en su artículo 51.2, exigen que el avance junto con el análisis preliminar de incidencia ambiental se remita, simultáneamente y junto con las sugerencias y alternativas planteadas durante el período de información pública previsto en el artículo 48.1, al órgano ambiental competente para la solicitud del denominado documento de referencia regulado en el artículo 15 de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, y a los departamentos competentes en materia de urbanismo y ordenación del territorio para que emitan un informe mediante resolución conjunta en el plazo de un mes. Dicho informe será notificado al órgano ambiental y su contenido será determinante del documento de referencia. Asimismo, el artículo 52 de la LOTA alude al informe territorial que deberá emitirse conforme a la legislación urbanística.

Este nuevo marco jurídico pone de manifiesto la necesidad de coordinar las actuaciones que sobre el mismo proyecto deben llevar a cabo distintos departamentos de la Administración de la CA. En esta razón radica la justificación de la presente Orden dictada por los tres departamentos afectados con el fin de garantizar el cumplimiento armonizado de las distintas Leyes.

En la Orden se regula el procedimiento de solicitud para la emisión del informe conjunto, la documentación que debe acompañarse; la emisión, notificación y efectos del informe conjunto y la emisión del documento de referencia.

Asimismo, se establece  el procedimiento aplicable para la aprobación de los Planes  Generales de Ordenación Urbana  que no contaran con aprobación inicial a la entrada en vigor de la LUA resultando de aplicación su DT cuarta, es decir, se rigen en cuanto al procedimiento aplicable para la aprobación del PGOU por la citada Ley y deben someter a información pública el documento de avance junto con el análisis preliminar de incidencia ambiental y solicitar informe conjunto sobre el documento en la forma señalada en esta Orden.

También se prevén situaciones transitorias a efectos medioambientales  respecto del documento de referencia, distinguiendo el supuesto de que se hubiera solicitado antes del 1 de octubre de 2009 al INAGA y dicho organismo lo hubiera emitido y notificado también antes de dicha fecha  y, el supuesto de que no se hubiera emitido.

En el primer supuesto, el Ayuntamiento suspenderá desde la fecha de notificación la redacción del informe de sostenibilidad ambiental y, una vez haya solicitado el informe conjunto lo comunicará al INAGA  quien procederá a convalidar el documento de referencia o a revisarlo para adecuarlo al contenido del informe conjunto. (artículo 7.2)

En el segundo supuesto, no resulta necesario que el Ayuntamiento respectivo vuelva a reiterarlo pero sí debe comunicar al INAGA que ha solicitado el informe conjunto de los departamentos de urbanismo y ordenación del territorio.

Otra situación transitoria que se prevé es el supuesto de que a fecha 1 de octubre de 2009, el Ayuntamiento hubiera solicitado al INAGA la memoria ambiental provisional, señalando que dicha solicitud queda sin efecto. Asimismo, si el INAGA hubiera notificado al Ayuntamiento la memoria ambiental provisional, dicha memoria queda sin efecto. En ambos supuestos se procederá en la forma señalada en el artículo 7.2.   

K) CASTILLA–LA MANCHA


Decreto 83/2009, de 23 de junio, por el que se establecen medidas de agilización y de apoyo a los municipios en la concertación interadministrativa de instrumentos de ordenación territorial y urbanística. (BOCM 26/6/2009).   

La Ley 2/2009, de 14 de mayo, de medidas urgentes en materia de vivienda y suelo creó el informe único de concertación administrativa y las Comisiones de Concertación Administrativa (una por cada Provincia) con objeto de garantizar la máxima participación posible de todas las administraciones públicas afectadas, así como para la coordinación y armonización de todas las políticas sectoriales. Dicho informe debe emitirse por la Comisión en todos los instrumentos de ordenación territorial y urbanística de los municipios menores de 10.000 habitantes.  

Con el fin de agilizar éste trámite y facilitar la coordinación entre administraciones se crea un nuevo procedimiento que conduce a un informe único de tal modo que el ayuntamiento respectivo llegará a un informe consensuado por todas las administraciones implicadas, en el que se concretaran las observaciones o consideraciones que deban tenerse en cuenta para la tramitación. 

L) CANARIAS

· Orden de 24 de septiembre de 2009, por la que se regula el régimen de inscripción, funcionamiento y estructura del registro Público de demandantes de vivienda protegida de Canarias. (BOC 8/10/2009).

N) EXTREMADURA


Decreto 136/2009, de 12 de junio, por el que se regula la certificación de eficiencia energética de edificios en la Comunidad Autónoma de Extremadura (DOE  18/6/2009). 

P) MADRID


Orden 2726/2009, de 16 de julio, por la que se regula la gestión de residuos de construcción y demolición en la Comunidad de Madrid (BOCM 7/8/2009).


Decreto 74/2009, de 30 de julio, por el que se aprueba el reglamento de viviendas con protección pública de la Comunidad de Madrid. (BOCM 10/8/2009).


Decreto 88/2009, de 15 de octubre, del Consejo de Gobierno, por el que se regulan las ayudas económicas a la rehabilitación de edificios residenciales y recuperación de entornos urbanos en la Comunidad de Madrid, plan de rehabilitación 2009-2012.(BOCM 22/10/2009).

Q) CASTILLA Y  LEON

· Decreto 45/2009, de 9 de julio, por el que se modifica el Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el reglamento de urbanismo de Castilla y León. (BOCYL 17/7/2009). Publicadas correcciones de errores en BOCYL  de 24/9/2009 y de 28/10/2009.

La Ley 4/2008, de 15 de septiembre, de medidas sobre urbanismo y suelo, realizó una amplia reforma de la ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo cuyos efectos se dejaron sentir, en primer termino en el reglamento de su desarrollo, al resultar muchos de sus preceptos incompatibles con el nuevo marco legal y, al mismo tiempo, la nueva Ley necesitaba desarrollo reglamentario, por lo tanto, resultaba clara la conveniencia y oportunidad del presente Decreto.

Múltiples de los cambios operados son consecuencia de una única modificación legal, que extiende sus efectos por todo el reglamento. Quizá el ejemplo más claro de ello sea la unificación de las categorías de suelo urbanizable, que provoca la supresión de toda referencia al suelo urbanizable delimitado y no delimitado, fuera del régimen transitorio. Un efecto similar se produce con el régimen de sustitución forzosa y con el deber de cesión de aprovechamiento cuyo destinatario ahora es la administración actuante y no exclusivamente el ayuntamiento.

Otra parte de los cambios comprenden los ajustes de preceptos sobre los cuales han surgido dudas interpretativas en los aplicadores: así sucede respecto de las equivalencias terminológicas con la ley de suelo estatal; los supuestos de subrogación en las competencias municipales; la atribución de aprovechamiento a los terrenos de uso y dominio público o las excepciones a la necesidad de licencia de parcelación.

Hay una cuestión de gran alcance en relación a la reforma del  régimen del suelo urbano y urbanizable y los propietarios del mismo. Gran parte de los derechos y deberes se trasladan a los que promuevan las actuaciones urbanísticas, para lo cual han de asumir la condición de urbanizador, sin perjuicio y con independencia de que sean o no propietarios.

Desde un punto de vista cuantitativo, donde los ajustes son más numerosos es en el Título segundo, en particular, respecto de las determinaciones de la ordenación general: el fomento de la ciudad compacta, a que obliga la Ley de suelo estatal justifica la obligación que se impone de situar en suelo urbano al menos el 50% de la suma de las viviendas existentes y previstas. Destaca también la previsión de reservas para la construcción de vivienda protegida en el marco de las posibilidades de flexibilidad de la ley estatal. Así, el Plan General debe reservar del 30 al 80% de la edificabilidad residencial de cada sector de suelo urbano no consolidado y urbanizable, no obstante de forma excepcional y justificada, se contempla la posibilidad, en suelo urbano no consolidado de reducirla a un porcentaje inferior como mínimo del 10% y, en suelo urbanizable de reducirla a un mínimo del 20% pero, debe compensarse, en este caso, con reservas superiores en otros sectores, de forma que se cumpla la reserva del 30% de la edificabilidad residencial para todo el conjunto de suelo urbanizable del plan general.

En el Título tercero relativo a la gestión urbanística se  introducen como novedades la graduación de los plazos para recibir la urbanización, el procedimiento abreviado para constituir entidades urbanísticas colaboradoras, la opción de aplicar los sistemas de gestión en las actuaciones aisladas; la prioridad de los propietarios de los terrenos, que disponen de un mes tras la aprobación del planeamiento, durante el cual sólo pueden presentarse iniciativas por concierto o compensación, la posibilidad de constituir juntas de compensación antes de la aprobación de la ordenación detallada, y la reforma del sistema de concurrencia tanto para recoger las novedades de la ley 4/2008 como para armonizar con la ley 30/2007, de contratos del sector público.

En la parte final del reglamento los cambios son menores. Cabe citar, la reducción de plazos para las obras de modificación y para las de reforma; para las licencias de parcelación y de primera ocupación, la ampliación de los supuestos en los que cabe otorgar una licencia parcial y el completo desarrollo de los regímenes de venta y sustitución forzosa; la reformulación de las reglas de transmisión de los bienes de los  patrimonios públicos de suelo; los mandatos sobre publicidad de los instrumentos de planeamiento y gestión, así como el control de las actuaciones que pueden ser objeto de convenio.           


Decreto 64/2009, de 24 de septiembre, por el que se modifica el Decreto 52/2002, de 27 de marzo, de desarrollo y aplicación del plan director de vivienda y suelo de Castilla y León 2002-2009 (BOCYL 28/9/2009).  

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES

El periodo temporal considerado para la emisión de este informe es el recoger la jurisprudencia más destacada del Tribunal Constitucional, del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores de Justicia de las Comunidades Autónomas emitida entre junio y octubre de 2009, si bien hay alguna de finales del mes de mayo que no fue comentada en el informe anterior.

Igualmente se incluye alguna sentencia de los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo de Zaragoza que se consideran de interés por los criterios que sientan en materia de transmisión de licencias y cómputo de plazos en los procedimientos disciplinarios.

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

· Sentencia 162/2009, de 29 de junio de 2009 de la Sala primera, que estima una cuestión de inconstitucionalidad planteada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de Huesca respecto del artículo 184.2 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón o, de modo alternativo, en relación con el artículo 107.1 y la D. F. 2ª de la Ley 33/2003, de  3 de noviembre de patrimonio de las Administraciones Públicas. (BOE 28/07/2009)

La sentencia del Alto Tribunal declara inconstitucional el artículo 184.2 de la Ley de Administración Local de Aragón y, por ende, reconoce la constitucionalidad de la Disposición Final segunda de la Ley 33/2003 que declara el carácter básico del artículo 107.1 del mismo texto legal.

Mientras el artículo 184.2 de la ley de Administración Local de Aragón prevé que el arrendamiento y cualquier otra forma de cesión de uso de los bienes patrimoniales se efectúe por subasta pública y excepcionalmente por concurso, el artículo 107.1 de la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas exige que se haga por concurso, salvo que proceda la adjudicación directa por determinadas razones.

La sentencia analiza la contradicción existente entre ambos artículos, estudia si el artículo 107 respeta efectivamente la doble dimensión formal y material consustancial a la noción de “bases” y considerando que efectivamente este artículo es legislación básica, analiza si existe contradicción entre ambos artículos y si esa contradicción es insalvable por vía interpretativa, concluyendo  que el precepto autonómico contradice abiertamente lo dispuesto en la legislación básica.

Declara que los efectos de la nulidad deben desplegarse desde la entrada en vigor de la Ley 33/2003.

Han sido admitidos a trámite los siguientes recursos de inconstitucionalidad:

· Recurso de inconstitucionalidad nº 3644/2009, en relación con la Ley de la Comunidad Autónoma de Galicia 18/2008, de 29 de diciembre, de vivienda. (BOE 19/5/2009), que por Auto de 27 de julio acordó mantener la suspensión de la D. A. segunda de la ley (BOE 7/8/2009).

· Recurso de inconstitucionalidad nº 6964/2009, contra los artículos 1, 2 y 3 de la Ley de la Comunidad Autónoma de Canarias 7/2009, de 6 de mayo, de modificación del Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio de Canarias y de Espacios Naturales de Canarias sobre declaración y ordenación de áreas urbanas. (BOE 6/8/2009)

2.- TRIBUNAL SUPREMO

· Sentencia de 28 de mayo de 2009, de la Sala Primera de lo Civil, que declara no haber lugar al recurso de casación nº 1440/2004 interpuesto contra la sentencia dictada en apelación por la Sección 9ª de la Audiencia Provincial de Madrid, como consecuencia de autos de juicio de menor cuantía nº 764/99, que revocaron la sentencia de instancia y declaró que la construcción de los chalets contradecía los Estatutos de la Comunidad de Propietarios y condenó a la demolición de los mismos.

La cuestión de esta sentencia se centra en determinar si es preferente la aplicación de la legislación en materia de suelo, como manifiesta la sentencia de instancia, o tienen prioridad los estatutos de la comunidad de propietarios. En concreto, se trata de precisar si los dueños de las parcelas situadas en el ámbito de la comunidad han de ajustar o no la utilización y construcción a unos límites de edificabilidad impuestos por una mayoría de propietarios, frente a lo autorizado por el Plan General de Ordenación Urbana de Madrid y reconocido en las licencias de construcción legítimamente obtenidas.

La sentencia reconoce que las limitaciones legales del dominio en la esfera civil son perfectamente compatibles con la plena vigencia de la planificación urbanística y con las previsiones constitucionales y civiles sobre la regulación del uso del suelo y del derecho a la vivienda, vinculada al régimen propio de  la comunidad de propietarios regida por la Ley de Propiedad Horizontal. La necesidad de compaginar los derechos e intereses concurrentes de una pluralidad de propietarios y ocupantes de los pisos justifica la fijación legal o estatutaria de específicas restricciones o límites a los derechos de uso y disfrute de los inmuebles por parte de sus respectivos titulares, al margen del carácter restrictivo a que deba sujetarse cualquier interpretación que suponga menoscabo del derecho de propiedad. 

El hecho de que la actuación impugnada se haya adecuado escrupulosamente a la normativa urbanística, de la que deriva la licencia administrativa de construcción, no supone sin más su acomodación a la normativa civil, ni sirve para dirimir conflictos de esa naturaleza. El orden administrativo regula aspectos diferentes del civil siendo ambos compatibles, de tal manera que la construcción de las obras aun cuando cuenten con licencia obtenida al amparo de las normas urbanísticas, pueden ser impedidas por los tribunales civiles a instancia de los titulares de un derecho a los que eventualmente pueda afectar.

· Sentencia de 29 de Julio de 2009, de la  Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección 5ª), que estima el recurso de casación nº 256/2006 interpuesto contra la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón (Sección 4ª) dictada en el recurso contencioso administrativo nº 677/2002, interpuesto este último contra el acuerdo del Gobierno de Aragón que desestimó el recurso de alzada interpuesto contra el acuerdo del Consejo de Ordenación del Territorio de Aragón que aprobó definitivamente la revisión del Plan General de Ordenación Urbana de Zaragoza.

En esta sentencia trata de dilucidar si la calificación de suelo urbano consolidado de uso industrial de los terrenos estaba suficientemente motivada, introducidas modificaciones en la calificación en el trámite procedimental y sin que la memoria resultara modificada en este punto. La sentencia estima el recurso en lo relativo a la falta de justificación de la exclusión de las subparcelas de los demandantes en el Área de intervención F-54-1. El diseño anterior de esta área (AE-18 o U-54) estaba justificado en la memoria, tenía un diseño estudiado, comparado y justificado; y sin variar la memoria, en la aprobación provisional se diseña un área de intervención diferente y se excluyen, sin justificación, las parcelas objeto del recurso. Esto supone una evidente discrepancia entre la memoria y los documentos de las normas urbanísticas y planos generales. La memoria sigue proclamando un diseño concreto y sigue justificándolo, mientras que el resto de la documentación del Plan General impone otro diseño sin justificación.

Por esta razón revoca la sentencia, estima el recurso contencioso administrativo, anula los acuerdos de aprobación del plan general y declara que el área de intervención F-54-1 debe quedar diseñada tal y como constaba en los documentos sujetos a aprobación inicial, incluyendo las parcelas excluidas en la aprobación provisional.

· Sentencia de 30 de septiembre de 2009, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección 5ª), que estima el recurso de casación nº 2978/2005 interpuesto por el Ayuntamiento de Barañain contra la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra dictada en el recurso contencioso administrativo nº 696/2000, interpuesto este último contra el acuerdo de la Comisión de Ordenación del Territorio que denegó la aprobación definitiva de la modificación del Plan General de este municipio y contra la denegación de expedición del certificado de aprobación por silencio administrativo.

En esta sentencia se estudia el diferente tratamiento que la legislación atribuye al régimen del silencio administrativo en el caso de licencias urbanísticas y en el caso de instrumentos de planeamiento. Reconoce que la Ley 8/2007, de 28 de mayo, del suelo y el Real Decreto Legislativo 2/2008 han abordado una nueva regulación del sistema de aprobación por silencio de los instrumentos de ordenación urbanística, a la que se atribuye expresamente el carácter de normativa básica y en la que tampoco se contiene limitación ni excepción alguna a la aprobación por silencio en caso de que el instrumento de ordenación contenga determinaciones contrarias a la ley o a un plan de superior jerarquía.

Ni en la legislación estatal aplicable en el momento de adoptar los acuerdos recurridos ni tampoco la legislación autonómica impiden el efecto del silencio positivo en la aprobación de la mencionada modificación del plan general en el caso de que resultase contraria a la legislación urbanística. Según se desprende de los artículos 40.1 y 41.2 del Texto Refundido de 1976, así como del artículo 43.2 de la Ley 30/1992, la regla general es la de silencio positivo, pero a diferencia de las licencias urbanísticas, en el caso de instrumentos de planeamiento no existe una norma con rango de ley que impida su aprobación por silencio contra legem.

La alegación de nulidad no enerva la aprobación por silencio, como tampoco impide la aprobación por resolución expresa, sin perjuicio de que el vicio señalado pueda hacerse valer en la correspondiente impugnación o pueda resultar determinante para la ulterior revisión del instrumento aprobado por silencio. Una vez constatado que se cumplen los requisitos para que se produzca la aprobación por silencio administrativo, está fuera de lugar el examen de los vicios o defectos en las determinaciones del plan.

Por estas razones revoca la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, estima el recurso contencioso-administrativo formulado por el Ayuntamiento de Barañain y declara aprobada por silencio administrativo la modificación del Plan general y el derecho a la expedición de la certificación de aprobación por silencio administrativo.

· Sentencia de 9 de octubre de 2009, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección 4ª), que estima parcialmente el recurso de casación nº 311/2008 interpuesto contra un auto dictado en pieza separada de medidas cautelares por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, interpuesto a su vez contra un acuerdo de la Dirección General de Patrimonio Cultural que comunicaba fecha para la personación de un equipo técnico con el fin de comprobar el estado de un edificio y su entorno.

Esta sentencia tiene trascendencia a la hora de delimitar el contenido de las inspecciones urbanísticas y su importancia radica en el hecho de que recoge una extensa mención a la doctrina del Tribunal Constitucional y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre la inviolabilidad del domicilio y la necesidad de consentimiento del particular o resolución judicial que autorice la entrada, siendo necesario delimitar por vía judicial el contenido temporal de la autorización de entrada, esto es, la duración de la medida y el tiempo en que puede practicarse.

La sentencia exige que, aunque esté prevista la posibilidad de entrada en el domicilio para efectuar inspecciones (en este caso sobre bienes de interés cultural, pero también puede aplicarse a la inspección urbanística general), las actuaciones administrativas deben guardar la debida proporcionalidad, que al amparo de la doctrina constitucional y europea está en indicar los aspectos temporales de la entrada, que no puede quedar a la discrecionalidad unilateral de la Administración, así como adoptar cautelas para que la limitación del derecho fundamental será lo menos restrictiva.

En el caso objeto del recurso de casación se reconoce el derecho de la Xunta de Galicia a realizar comprobaciones en un domicilio privado, pero también reconoce que correspondía al Tribunal Superior de Justicia en la fase de medidas cautelares concretar que la pretensión de efectuar, además de una comprobación del edificio, un reportaje fotográfico completo en el interior del mismo constituía una generalidad incompatible con la protección del derecho a la intimidad y el interés público y general inherente a la necesidad de proteger el Patrimonio Cultural de Galicia. Era necesario delimitar cuáles eran las partes del edificio respecto de las que era inexcusable realizar la constatación fotográfica tras la comprobación de su estado a efectos del estado de conservación del inmueble.

Por estas razones, aunque mantiene la denegación de suspender la petición de comprobación del edificio, sí acuerda la suspensión de la realización de un reportaje fotográfico completo.

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

K) CASTILLA-LA MANCHA.

· Sentencia de 31 de julio de 2009. Estima parcialmente el recurso contencioso-administrativo nº 431/2006, interpuesto por el Colegio Oficial de Arquitectos de Castilla-La Mancha contra el acuerdo del Ayuntamiento de Casarrubios del Monte (Toledo) de modificación de la ordenanza de edificación y urbanización.

La cuestión de esta sentencia se centra en determinar si una ordenanza de edificación puede introducir “ex novo” una tipología residencial que no está prevista en la legislación autonómica en materia de ordenación del territorio y de la actividad urbanística.

En concreto se discute si la ordenanza modificada objeto del recurso puede crear la tipología de vivienda “bifamiliar”. Esta ordenanza incluye dentro del uso residencial, además de las tipologías unifamiliar, plurifamiliar y comunitaria, la “bifamiliar” definida con las mismas características que la vivienda unifamiliar, admitiéndose dos viviendas por parcelas, colocadas una encima de la otra, siempre que cumplan los parámetros marcados por las ordenanzas.

El Tribunal considera que ni la Ley autonómica de ordenación del territorio y de la actividad urbanística, ni el reglamento de desarrollo ni tampoco las normas subsidiarias del Ayuntamiento permiten a las ordenanzas municipales incorporar ex novo la categoría de vivienda “bifamiliar” porque el reglamento establece un enunciado limitativo de los usos de carácter residencial incluyendo dentro del mismo el “unifamiliar”, “plurifamiliar” “residencial comunitario” y “cualquier uso residencial de los anteriores de protección pública”. Al tener carácter limitativo, los instrumentos de planeamiento urbanístico, como son las ordenanzas reguladoras en suelo urbano, no pueden innovar incorporando otras categorías. Tampoco el instrumento de planeamiento general incorpora esta tipología de vivienda, por lo cual “si no le es dado al instrumento de planeamiento general, mal puede hacerse mediante la reglamentación municipal prevista en el artículo 16 de la LOTAU”.

A ello se añade que la introducción de la tipología bifamiliar provocaría una duplicidad de la densidad en los ámbitos en los que las normas previeron la tipología unifamiliar, produciéndose una duplicidad de la densidad que el casco antiguo sería incapaz de asumir.

P) MADRID

· Sentencia 1513/2009, de 9 de julio, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección 2ª), que estima parcialmente el recurso de casación nº 519/2009 interpuesto contra la sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 13 de Madrid que desestimó el recurso contencioso administrativo interpuesto contra una orden de clausura de la actividad de hotel por ejercer la actividad sin las correspondientes licencias municipales.

La sentencia considera que ni el transcurso del tiempo, ni el pago de los tributos, tasas o impuestos, ni la tolerancia municipal, implican acto tácito de otorgamiento de licencia. Tal actividad ejercida sin licencia debe considerarse clandestina e irregular y no deviene legitimada por el transcurso del tiempo y el Ayuntamiento puede paralizar la actividad en cualquier momento. Mientras se ejerce una actividad ilícita no empieza a computar el plazo de prescripción y el particular no puede adquirir derecho alguno ni puede entenderse que la actividad municipal se aparte de lo establecido en el ordenamiento jurídico, ni que tenga carácter discrecional o se aparte del principio de buena fe. Al no existir un control positivo previo de la Administración sobre la actividad basta la audiencia previa para decretar la clausura.

Reconoce el Tribunal Superior de Justicia que la mera aprobación de un plan (en este caso, plan especial) que legitime un uso urbanístico no supone la legitimación para el ejercicio de tal uso, sino que se precisa una licencia de actividad individualizada, que además de comprobar que el uso se ajusta a la normativa urbanística, compruebe que la actividad es conforme con la normativa ambiental.

Revoca la sentencia de instancia únicamente en lo relativo al pronunciamiento en costas, por lo que la ratifica en cuanto al fondo del asunto.

4.- JUZGADOS DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO.

· Sentencia nº 211/2009, de 1 de julio, del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 3 de Zaragoza, que estima el recurso contencioso-administrativo nº 131/2009-F, interpuesto contra la resolución del Ayuntamiento de Zaragoza de imposición de multa de 3.005,06 euros por la comisión de una infracción urbanística leve consistente en instalación de antena de telefonía móvil, sin licencia y sin estar incluida en el programa de implantación.

En concreto, el fundamento segundo estudia si en el presente caso se ha producido la caducidad de la infracción y, en concreto, la validez de la ampliación del plazo efectuada por el Ayuntamiento de Zaragoza. El Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 3 considera que no es de aplicación al presente caso el artículo 20.6 del Decreto 28/2001, de 30 de enero, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora de la Comunidad Autónoma de Aragón, porque el mismo no se refiere al tema de la ampliación del plazo. Igualmente considera que en el presente caso no concurren las previsiones y requisitos que establece el art. 42.6 de la Ley 30/1992. Con estos argumentos, el Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 2 concluye que se excedió el plazo de resolución del expediente y que se trata de un procedimiento que adolece de caducidad en el momento de su resolución, de tal manera que no procedía otra resolución que el archivo de las actuaciones, en los términos del art. 16.5 del Decreto 28/2001. 

El fundamento segundo de la sentencia estudia la alegación relativa a la caducidad del expediente administrativo, tras un examen de los artículo 9, 12,15 y 16 del Decreto aragonés 28/2001 y art. 42.6 de la Ley 30/1992, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común, en concreto sobre la posibilidad de ampliar el plazo de resolución a 12 meses, concluye que “…, en el asunto que nos ocupa, no podemos entender que mantener exclusivamente que “concurren las circunstancias prevenidas en el artículo 42.6  de la Ley 30/1992” supone una motivación clara de las circunstancias concurrentes para ampliar el plazo de resolución, y no sólo porque nada más se diga, sino porque no podemos entender motivada tal decisión, ni siquiera por referencia (es decir, remitiéndonos al contenido de los autos), ya que en autos no consta circunstancia significativa alguna que de fundamento y contenido evidente y comprobable sin más, a tal decisión y por otro lado, en ningún caso se ha acreditado, tampoco, que antes de proceder a la ampliación del plazo para resolver, “se hayan  agotado todos los medios a disposición posibles” para cumplir el despacho en forma y plazo.

Entendemos, por tanto, que la decisión de ampliación del plazo para resolver, decisión ésta que por otro lado no resulta recurrible durante el procedimiento, resulta inmotivada y carente de justificación, procediendo su anulación y carencia de producción de efectos. Si esto es así, el plazo en el que se debió tramitar el procedimiento y dictarse y notificarse la resolución oportuna, era el de seis meses, plazo éste al que de conformidad con la documentación obrante en autos no cabe descontar ni interrupciones por causa imputable a la recurrente, ni por suspensiones de plazo, las cuales no se acordaron en momento alguno de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 28/2001, conclusión ésta que debe llevarnos a entender que incoado el procedimiento en fecha 15 de enero de 2008 y dictada resolución sancionadora el fecha 15 de julio de 2008, pero notificada que fue al interesado en fecha 20 de agosto de 2008, …, es evidente que en dicho momento, se había superado el plazo de 6 meses establecido para el dictado y notificación de la resolución que se impugna, lo que ha de llevarnos a la estimación de la caducidad del procedimiento esgrimida y, por tanto, a la estimación de la demanda”. En apoyo de esta tesis se remite a la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón de 5 de octubre de 2001.

· Sentencia nº 291/2009, de 21 de septiembre, del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 5 de Zaragoza, que estima el recurso contencioso-administrativo nº 454/2008-AC, interpuesto contra el acuerdo del Ayuntamiento de Zaragoza por el que no se accedió al cambio de titularidad de la actividad de pub-cafetería.

El fundamento cuarto de la sentencia se centra en verificar si cabe transmitir una licencia de apertura cuando se encuentra embargada. A tal efecto, examina el art. 18.2 de la Ley 11/2005 y el art. 151 del Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras y considera que ninguno de ellos impone prohibición de disponer, por lo que no cabe exigir requisitos para aceptar la transmisión de la licencia que no vienen impuestos por el ordenamiento jurídico. Concluye que la decisión administrativa adoptada carece de base normativa, en cuanto que limita un derecho del transmitente (el de transferir la titularidad de la licencia) del que no consta su privación por resolución judicial. 

El Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 5 menciona la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 978/2007, de 16 de noviembre, que anuló un precepto del Reglamento de la Entidad Metropolitana del Transporte de Barcelona, en el que se establecía la prohibición reglamentaria de transmitir licencia embargadas. El tribunal considera que “tal prohibición excede del ámbito administrativo, por cuanto no se ha puesto de manifiesto otro fundamento de dicha prohibición que la de ser como una garantía procesal adicional en sede de embargo de bienes; además, la prohibición de transmisión de licencias vulnera el “ius disponendi” sin norma de cobertura con rango de ley”, y en consecuencia anula el artículo 22.6 en cuanto ser refiere a la licencias afectadas de embargo.

En base a estos argumentos anula el acuerdo municipal y reconoce el derecho a que pueda transmitirse la licencia en los términos interesados en vía administrativa.

III. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES

· Proyecto de Decreto del Gobierno de Aragón por el que se aprueba el Reglamento del Consejo de Urbanismo de Aragón y de los Consejos Provinciales de Urbanismo, sometido a información pública por Orden de 14 de julio de 2009 del Consejero de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes. 

· Proyecto de Decreto por el que se crea el Registro Público de Convenios Urbanísticos, el Registro Aragonés de Patrimonios Públicos de suelo y el Registro Administrativo de Entidades Colaboradoras y Programas y se aprueba el Reglamento que regula su organización y funcionamiento. (BOA 23/10/2009)
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